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la decisión del Capitán General, reconoce el hecho, pero ad­
vierte por una parte sobre la falta de constatación de los 
hechos motivadores del expediente la especial naturaleza de 
la falta grave sancionada en el artículo 442 del CJM que, al 
consistir en la mera repetición de conductas merecedoras del 
correctivo, tan sólo exige para considerar probada su exis­
tencia la constatación documental de las sanciones que ante­
riormente se impusieron al interesado, lo que se habría logrado 
en este caso por la unión a lo actuado de copia del corres­
pondiente apartado de la hoja de servicio. De otro lado, señala 
el auto del Consejo, que siendo evidente que la falta cometida 
el 20 de mayo debió ser calificada de grave (por haberle pre­
cedido otras tres leves), el error en la calificación jurídica 
ha sido subsanado con la posterior secuencia del expediente 
judicial 55/81, por lo que resulta ya irrelevante. Téngase en 
cuenta que el citado expediente 55/81 es el que se le instruyó 
al recurrente, al menos inicialmente por la falta cometida el 
20 de agosto de forma que la -posterior secuencia* debe refe­
rirse a su fase decisoria ante el Capitán General, es decir, al 
dictamen del Auditor y al Decreto que de acuerdo con él 
dictó aquella Autoridad.

Tercero.—De .todo lo expuesto, se deduce que la cuestión 
a dilucidar en el presente recurso es, en primer término, si 
la información de la acusación que se formula contra el inte­
resado en el expediente judicial en el caso de falta grave por 
acumulación debe hacerse en forma concreta, especificando 
cuáles son las cuatro faltas leves que producen el efecto de la 
grave y señalando en particular cuál es la cuarta que da 
motivo al expediente, o, por el contrario, basta con que esté 
informado de manera abstracta de que se le abre un expe­
diente por la causa señalada en el artículo 442 del CJM. Desde 
el punto de vista del derecho constitucional de defensa, que 
es el que ahora interesa, hay que concluir como lo hace el 
Ministerio Fiscal que la última posición no es convincente. El 
derecho a ser informado de la acusación es el primer elemento 
del derecho de defensa que condiciona a todos los demás, pues 
mal puede defenderse de algo el que no sabe de qué hechos 
se le acusa en concreto. Por tanto, en un xpediente judicial 
por falta grave, aunque ésta lo sea por acumulación, el inte­
resado debe ser informado en forma precisa de cuáles son las 
cuatro faltas leves que motivan el expediente y muy en par­
ticular de la cuarta de ellas que provoca el efecto acumulativo 
y la consideración de grave. Tanto de lo que se dice en el 
auto del Consejo Supremo como de las actuaciones remitidas, 
resulta que no ocurrió así en este caso concreto. El interesado 
prestó declaración en primer término por la falta cometida el 
20 de agosto y en su declaración posterior al leérsele los cargos 
de que era acusado alude' a las cuatro anteriores y aunque 
entre ellas se cita la de 20 de mayo no presta declaración sobre 
las tres anteriores a ésta, sino sólo sobre la inmediatamente 
antecedente (la de-1 de octubre). Parece, pues, claro que el 
expediente judicial tomó como falta determinante de la sanción 
por acumulación la del 20 de agosto y que razonablemente tenía 
que entender el interesado que el efecto de calificar su con­
ducta como falta grave se consideraba ésta y las tres anterio­
res. La consecuencia es, por tanto, que se le vulneró ese 
derecho fundamental a ser informado de la acusación de que. 
era objeto, que dado su carácter básico ha de calificarse como 
aplicable a los expedientes judiciales de carácter disciplinarlo 
con arreglo a la doctrina de este Tribunal expuesta en un 
principio.

El hecho de que la fase decisoria se tomase como falta 
determinante la del 20 de mayo no altera la situación, pues en 
esa fase ya no podía intervenir el inculpado.

Cuarto.—La citada vulneración del artículo 24.2 conduce a

la estimación del amparo, de acuerdo con el parecer del Mi­
nisterio Fical, por lo que resulta superfluo entrar en las otras 
alegaciones que formula el recurrente, y en particular sobre 
la posible violación del principo -non bis in ídem*.

Falta por delimitar el alcance del fallo. En la demanda se 
solicitó la anulación del auto del Consejo Supremo de Justicia 
Militar y la resolución del Capitán General de la VII Región 
Militar imponiendo la sanción «ordenando a la Autoridad Mi­
litar adopte las medidas pertinentes en orden a la desapari­
ción a todos los efectos de dicha sanción».

El otorgamiento del amparo conlleva, en efecto, las anula­
ciones solicitadas, en aplicación del artículo 55,1 de la LOTC, 
así como el reconocimiento del derecho vulnerado, pero el res­
tablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho 
no supone la anulación del expediente judicial de que fue ob­
jeto el recurrente, sino la nulidad de las actuaciones anteriores 
al momento en que por la Autoridad Militar se cambió la falta 
por la que se instruyó aquel expediente. En efecto, el derecho 
vulnerado es, como se ha dicho, el de ser informado de la 
acusación y, por tanto, que la sanción, en su caso, se imponga 
por la falta de que fue inicialmente acusado y no por otra 
distinta. Por tanto, la anulación del auto del Consejo Supremo 
de Justicia Militar y de la resolución del Capitán General 
supone retrotraer las actuaciones al momento de la propuesta 
del Juez Instructor para que la Autoridad competente, con 
plena libertad, decida sobre la falta investigada en el expe­
diente judicial, es decir, la supuestamente cometida el 20 de 
agosto de 1981 y que por acumulación de tres anteriores pasó 
a revestir la calificación de grave de acuerdo con el articulo 
442 del CJM.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR 
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE 
LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decidido:

1. Otorgar el amparo solicitado.
2. Declarar la nulidad de la resolución dictada por la Auto­

ridad Judicial de la Séptima Región Militar de fecha 10 de 
noviembre de 1080 y del auto dictado por el Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 31 de marzo de 1982, dimanante del ex­
pediente judicial 55/81 instruido por la Capitanía- General de 
dicha Séptima Región Militar contra el recurrente don Luis 
Fernández Fernández.

3. Reconocer el derecho del recurrente a ser informado de 
la acusación formulada contra él y a que, en consecuencia, no 
pueda ser sancionado por otra falta distinta de la que fue 
objeto del expediente judicial que se instruyó, es decir, por 
la falta leve presuntamente cometida el 20 de agostó de 1981, 
convertida en grave por la acumulación de otras tres faltas 
leves anteriores.

4. Restablecer al recurrente en dicho derecho retrotayendo 
las actuaciones del procedimiento a que fue sometido en el 
antes citado expediente judicial al momento de la propuesta 
formulada por el Juez Instructor en el citado expediente ju­
dicial.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 24 de mayo de 1983.—Manuel García 
Pelayo Alonso.—Angel Latorre Segura.—Manuel Diez de Ve- 
lasco Vallejo.—Gloria Begué Cantón.—Rafael Gómez-Ferrer Mo- 
rant.—Angel Escudero del Corral.—Rubricados.

17032 Sala Segunda. Recurso de amparo número 401/1982. 
Sentencia número 45/1983, de 25 de mayo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por 
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco 
Rubio Llórente, don Luis Diez Picazo, don Francisco Tomás y 
Valiente, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Ver- 
daguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por don Feliciano Correa 
Camero, representado por el Procurador don José Fernández 
Rubio Martínez y defendido por el Abogado don Luis Morell 
Ocaña, respecto de la sentencia que la Sala de lo Contencioso 
Administrativo de la Audiencia Territorial de Cáceres pronunció 
el nueve de octubre de mil novecientos ochenta y dos, en pro­
ceso contencioso electortal, seguido a instancia del Partido Polí­
tico Centro Democrático Social, como presentante de candida­
tura concurrente a las elecciones generales para el Senado 
1982, habiendo comparecido el Ministerio Fiscal y no lo ha 
hecho el demandante en el precedente proceso contencioso elec­
toral, y ha sido Ponente el Presidente de la Sala don Jerónimo 
Arozamena Sierra, quien expresa el parecer de la misma.

I. ANTECEDENTES

Primero.—Unión de Centro Democrático (UCD) presentó una 
candidatura para la elección de Senadores, en las elecciones 
generales de 1982, incluyendo en la misma a don Feliciano Correa 
Gamero, candidatura que fue impugnada por Centro Democrá- 
tco Social (CDS) alegando que dicho candidato estaba incurso 
en la causa de inelegibilidad del artículo 4.°, 2. d) del RDL 
20/1977, de 18 de marzo que incluye «los presidentes y directores 
de los Organismos autónomos de competencia territorial limi­
tada», puesto que el señor Correa es Director Provincial del 
Instituto Nacional de Asistencia Social (INAS). La Junta Elec­
toral Provincial de Badajoz, en la sesión de veintinueve de 
septiembre de 1982, desestimó la impugnación formulada por 
CDS contra la candidatura para el Senado por UCD del señor 
Correa, teniéndola por válida.

El representante de la candidatura de CDS interpuso re­
curso contencioso electoral contra el acuerdo de la Junta Elec­
toral Provincial de proclamación de la candidatura del señor 
Correa Gamero, alegando las causas de inelegibilidad del ar­
tículo 4 °, 2. c) y d) del RDL 20/1977, aplicable a aquél, porque 
es Director Provincial de INAS. El Fiscal y la representación y 
defensa del señor Correa Gamero se opusieron a la impugna­
ción y la Sala de lo Contenciso Administrativo de Cáceres 
pronunció sentencia el nueve de octubre de 1982, estimando el 
recurso y excluyendo de la candidatura de UCD al señor Co­
rrea Gamero.



Segundo.—-El señor Correa Camero presentó en este Tribu­
nal demanda el veinte de octubre último solicitando amparo, 
frente a la sentencia de la Sala de Cáceres, para que se reco­
nozca su derecho de sufragio pasivo y, en consecuencia, su 
derecho a ser candidato en las elecciones para el Senado. En 
la demanda se hacen las siguientes consideraciones: (A) el 
amparo que se solicita es del derecho de sufragio consagra­
do en el artículo 23 de la Constitución (CE) dél que ha sido 
privado por una indebida aplicación de una inelegibilidad 
establecida única y exclusivamente para cargos propios de la 
Administración del Estado y sus organismos autónomos, sien­
do el solicitante titular de un cargo de una Entidad Preautonó­
mica, porque los servicios fueron transferidos a la misma a tenor 
de lo dispuesto en el Real Decreto de 15 de enero de 1982 y 
modificada la dependencia funcional, pues el personal adscri­
to a los servicios e instituciones traspasadas pasaron a de­
pender de los Entes Preautonómicos, que pasó a ejercer sobre 
dicho personal las competencias que dice el Real Decreto de 
15 de septiembre de 1978; (B). El RDL 20/1977, de 18 de marzo, 
estableció en el articulo 4.°,_2. c) y f), unas causas de inelegi­
bilidad respecto de determinados cargos de la Administración 
estatal y sus organismos autónomos, pero estos preceptos no 
contemplaban —no podían hacerlo— a los titulares de cargos 
dé las entidades regionales. Pues bien, la Sala de Cáceres, llega 
a una interpretación extensiva, acudiendo al artículo 70.1.b de la 
C. E. donde se ordena que la ley electoral determinará las 
causas de inelegibilidad e incompatibilidad, comprendiendo «a 
los altos cargos de la Administración del Estado»; (C) si no 
es válida la interpretación del RDL 20/1977, y no es de apli­
cación el artículo 70.1.b de la CE, se ha infringido el artículo 23 
CE, que constitucionaliza el llamada derecho de sufragio pasivo; 
(D) otros altos cargos de la Administración autonómica han sido 
admitidos como candidatos.

Tercero.—Admito el recurso, reclamadas las actuaciones v 
dado traslado para alegaciones, ratificó la demanda el señor 
Correa Camero. Dijo: (A) la sentencia aplica a un cargo propio 
de entidad preautonómica la inelegibilidad establecida única 
y exclusivamente para cargos propios de la Administración 
del Estado y sus organismos autónomos; (B) el supuesto legal de 
inelegibilidad no se ha aplicado a otros funcionarios y miembros 
de las Entidades preautonómicas, habiendo aplicado la sentencia 
inadecuadamente el principio de igualdad, en el sentido de 
«supuestos idénticos no se pueden deducir consecuencias dife­
rentes»; (C) se ha hecho una interpretación errónea, por ex­
tensiva, del RDL 20/1977; (D) no concurre la causa de inelegibi­
lidad del artículo 4.° 2.f de este RDL, porque el INAS no es una 
Entidad- Gestora de la Seguridad Social.

Cuarto.—El Ministerio sostuvo: (A) que aun aceptando que 
el hoy recurrente por su condición de Director de la Delegación 
Provincial del INAS siguiera ostentando la condición de inele­
gible, pudo presentarse en la candidatura, incluso ser elegido, 
surgiendo sólo la imposibilidad de desempeñar el cargo en el 
supuesto de que no renuncien o cesen en el cargo; (B) la in
terpretación siempre favorable que a los derechos y liberta­
des debe darse ante la no concreta referencia en materia de 
exclusión de la aptitud para ejercer el cargo a que se contrae 
el artículo 23 de la CE, debe llevarnos en favor de la estimación 
de la demanda de amparo, salvo que por vía analógica,, al ser 
las Comunidades Autónomas parte integrante de la organiza­
ción territorial del Estado y titulares de una Administración, 
sus altos cargos quedaran de facto excluidos de la aptitud elec­
toral, pero ello nos llevarla a considerar, cosa que no parece
admisible, que el cargo que ocupa el recurrente, con su
adscripción presunta a los órganos de gobierno de Extremadura 
merece la consideración de alto cargo. Pidió que se otorgara el 
amparo solicitado.

Quinto.—La tramitación del presente recurso de amparo hasta 
este momento ha sido la siguiente: (A) la demanda, con el 
contenido que se ha dicho (antecedente segundo) se presentó 
en este TC el veinte de octubre de mil novecientos ochenta y 
dos, y después de ser advertidos y subsanados, los defectos 
que se dicen en la providencia del veintisiete del mismo mes 
(los del articulo 49.2.b de la LOTC) se admitió a trámite 
(providencia del veinticuatro de noviembre); (B) se interesó 
fle la Sala de lo Contencioso Administrativo de la. Audiencia Te­
rritorial de Cáceres el envío de las actuaciones, o de copia 
autorizada, y una vez recibidas, y no habiendo comparecido 
más que el recurrente, se acordó ponerlas de manifiesto al 
recurrente y al Ministerio Fical, que presentaron el veintiuno 
(antecedente tercero) y el veintitrés (antecedente cuarto) de 
marzo, las alegaciones en el tiempo y en la forma que esta­
blece el artículo 52 de la LOTC; (C) el veintitrés de abril 
se dispuso día para la liberación y votación, señalándose, a tal 
fin, el once de mayo, .correspondiendo la ponencia al Presi­
dente de la Sala.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.—La elegibilidad en los cargos que dice el artículo 
70, forma parte de un derecho que al estar incluido en el ar­
tículo 23.2. goza de la protección procesal constitucional que 
establece el 53 2, todos de la Constitución Española y que, 
por tanto, puede hacerse valer por la vía del artículo 43 o por 
la del articulo 44, los dos de la Ley Orgánica del Tribunal Cons­
titucional (LOTC), según el poder público del que proceda 
la que se reputa lesión a tal derecho. La elegibilidad de los

cargos públicos —en los términos que dice el artículo 23.2 cita­
do—, o lo que se ha llamado derecho electoral pasivo, es así 
un derecho de los ciudadanos en los que concurran los requi­
sitos de capacidad y no estén incursos en causa de inelegibi­
lidad. La inelegibilidad, definida por la Ley Electoral, a la 
que se remite, a estos efectos, el artículo 70.1 de la CE. deli­
mita el derecho, de modo que será aquella norma, en tanto 
respete el contenido esencial, la decisiva para conocer si se 
ha producido una privación del derecho electoral pasivo. Como 
en el recurso de que ahora estamos conociendo la cuestión 
se contrae a las causas de inelegibilidad del artículo 4.2.c) 
y f) del Real Decreto-Ley 20/1977, de 18 de marzo, porque la 
Sala de lo Contencioso Administrativo de Cáceres —revisando 
lo que había decidido la Junta Electoral de Badajoz—, falló 
que el recurrente' estaba incurso en ellas, negando, en su con­
secuencia, su elegibilidad, es a estas causas, a las que, prin­
cipalmente, y aparte otras consideraciones que tendrán que 
hacerse para dar respuesta a todos los puntos del debate debe 
referirse la presente sentencia, todo ello dentro de lo que dis­
pone el artículo 44 de la LOTC, en orden al amparo frente a las 
resoluciones judiciales, pues es a éstas a las que se imputa la 
violación del artículo 23 CE, en cuanto comprende el derecho 
electoral pasivo.

Segundo.—Para la Sala de Cáceres el ahora demandante es­
taba incurso en las causas de inelegibilidad, de los aparta­
dos c) (como delegado de un organismo autónimo) y f) (como 
delegado de una entidad Gestora de la Seguridad Social) del 
artículo 4.2. del Reí Decreto Ley 20/1977,-, de 18 de marzo. La 
primera —y esto fue en la instancia judicial el núcleo del 
debate— no porque aquél mantuviera el carácter de delegado 
de un organismo autónomo, sometido a la fiscalización de un 
Departamento ministerial, que es en su literalidad la causa 
configurada en tal precepto, sino porque, a juicio de la Sala, 
la indicada causa es extendióle —por identidad de motivo— 
a los que en la Administración autonómica, y a consecuencia del 
proceso de transferencia, desempeñan igual papel directivo. La 
segunda porque, a la vez.'al INAS atridbuye la Sentencia el 
calificativo de «entidad gestora de la Seguridad Social», de modo 
que en la tesis de la Sentencia el caso es subsumible —además 
del apartado c)— en el apartado f). Son las implicaciones cons­
titucionales de la cuestión desde, sobre todo, la perspectiva del 
artículo 23.2, las que importan en el presente recurso, pero a 
su examen ha de proceder otro enmarcado en el área de la 
legalidad ordinaria, que si no le despejáramos empañaría toda 
consideración “ ulterior, aná isis con el que no asumimos el 
control de la violación de la ley ordinaria —que no nos co­
rresponde— ni quebrantamos el principio de invariabilidad de 
los hechos. Si el INAS es una Entidad gestora de la Segu­
ridad Social y si el proceso de transferencia supone la incorpo­
ración de los Delegados provinciales en la estructura autonó­
mica, son cuestiones de calificación jurídica, cuyo examen es 
previo para poder enjuiciar —desde una consideración cons­
titucional— la Sentencia objeto del presente amparo. Estu­
diemos ahora estas cuestiones.

Tercero.—Con ser secundario en toda la argumentación de 
la Sentencia de la Sala de Cáceres, el apoyar también en el 
artículo 4.2.f) la inelegibilidad, no podemos eludir esta cuestión 
porque si la otra causa (la 2.c) no hubiera sido legítimamente 
aplicada, ésta (la 2.f) se erigiría como obstáculo a la elegi­
bilidad. La calificación que del INAS se hace en la Senten­
cia es, según entendemos, errónea, si acudimos, junto con la 
historia de lo que hoy se ha configurado como tal, a los pre­
ceptos definidores de la naturaleza y régimen de las Entidades 
gestoras de la Seguridad Social, y por modo principal, al Real 
Decreto-Ley 36/1978, de 16 de noviembre (artículo l.°). Siendo 
esto así y dejando de lado otras causas invocadas en el curso 
del proceso contencioso electoral porque no acude a ellas la Sen­
tencia para basar el fallo y no se suscita duda acerca de su 
inaplicabilidad, el tema ahora, de enjuiciamiento previo y den­
tro del marco de las calificaciones jurídicas, es si el presupuesto 

de que parte la Sentencia para llegar a la conclusión de la ex­
tensión al ahora demandante de la oausa de inelegibilidad del 
artículo 4.2.c), es correcto. La tesis de la Sentencia es que el 
delegado provincial del INAS ha pasado a la Administración 
autonómica con este mismo ■ carácter insertándose en aquélla, 
de modo que manteniéndose el cargo, se configure ahora como 
dependiente de la Administración autonómica. Sin embargo, 
nada apoya que esto haya sido así, pues se ha producido una 
transferencia de competencias a la Administración autonómica, 
un traspaso de servicios y una subrogación en titularidades de 
relaciones jurídicas, y con ellas un destino de medios perso­
nales, reales y económicos. Es el Real Decreto 251/1982, de 15 
de enero el que dispone ese traspaso de los servicios correspon­
dientes a los Centros y Establecimientos dependientes del 
INAS y de sus direcciones provinciales, a excepción de los 
Centros e Instituciones de gestión centralizada que constan en 
los anexos, revelándose que la Delegación, como unidad perifé­
rica estatal, ha perdido su razón de ser. Que la delegación 
provincial, como anidad del organismo estatal, subsista formal­
mente, aunque vaciada de contenido, y que al perder todas las 
competencias, o, en su caso, mermadas las mismas, deba desa­
parecer dentro de una obligada reorganización como consecuen­
cia de las transferencias, es otra cuestión que en lo que atañe 
a lo que estudiamos se reducirá —en la hipótesis de la perma­
nencia del cargo— a dilucidar si en tal situación, subsiste la



ratio de la inelegibilidad que proclama el artículo 4.2.c) del 
Real Decreto-Ley 20/1977: Desde esta perspectiva, y como titular 
de una delegación provincial desprovista del contenido que le 
era propio en el tiempo antetrior al proceso de transferencia, la 
ratio de la inelegibilidad, en su consideración de garantizadora 
de la igualdad, que podría quedar menospreciada si el desem­
peño del cargo colocara al aspirante a la elegibilidad en una 
situación de influencia, no concurre. Por lo demás la subsis­
tencia del cargo de Delegado Provincial es una hipótesis y la 
aplicación de la causa del artículo 4.2.c) no se ha hecho en la 
Sentencia impugnada sobre esta hipótesis; se aplica en la sen­
tencia por entender que el recurrente se incorporó a la Ad­
ministración autonómica, y que también los cargos de esta 
Administración deben entenderse comprendidos en tal causa.

Cuarto.—Por partir la Sentecia de Cáceres de que al recu­
rrente cuadra la calificación de alto cargo de la Administración 
autonómica y que, por esta calificación, debe aplicarse la inele- 
gibiiidad del artículo 4.2.c) entendido el precepto acudiendo a 
consideraciones fundadas en que siendo la misma la razón, la 
solución no puede ser distinta, es obligado que analicemos este 
punto, que en la tesis de la sentencia, y en lo que han sostenido 
el recurrente y el Ministerio Fiscal (éste, adicionándolo a lo que 
considera argumento principal y del que trataremos en el fun­
damento quinto), constituye el núcleo de la argumentación. En 
este punto, es de destacar que la elegibilidad se delimita por 
lo que dice e! artículo 70.1 CE y, por remisión de la misma, por 
la ley electoral. Es la ley. por tanto, quien respetando, por un 
lado, el contenido de inelegibilidad mínimo que establece la 
norma constitucional y, por otro lado, y sin que quede afecta­
da la esencia del derecho, configurará, desde esta vertiente, 
la elegibilidad. Por esto, tenemos que analizar si la ley elec­
toral comprende a los altos cargos de la Administración Auto­
nómica. lo que no significa la adopción de postura aiguna 
respecto a eventuales contenidos de la ley futura, pues ésta, 
dentro de las coordenadadas a las que acabamos de referirnos, 
podrán ordenar las inelegibilidades. La anunciada por el ar­
tículo 70.1 no ha sido promulgada, cumpliendo, mientras tanto, 
esta función el Real Decreto Ley 20/1977, en los términos que. 
dice la transitoria octava (regla tres) de la CE. La Sala de Cá­
ceres creyendo ver en la voluntad objetiva e inmanente del 
artículo 4.2.c) la exclusión de los altos cargos de la Administra­
ción autonómica del concepto de los «elegibles», aplica al re­
currente indicada causa, lo que supone que, para la sentencia 
impugnada, aquél es un cargo de la Administración autonómica 
y que a éstos también se extiende la indicada causa.

Se realiza así una extensión de la formulación legal, de modo 
que una norma delimitadora negativamente de un derecho de 
elegibilidad, se interpreta extensivamente. Por otro lado, que este 
sentido dentro de una interpretación objetiva de la norma, sea 
el que resulta de la misma, ofrece serias quiebras, desde una 
consideración global del artículo 4.2. La técnica hermenéutica 
utilizada no es válida para restringir un derecho.

Quinto.—Desde otra vertiente novedosa defiende también el 
Ministerio Fiscal una conclusión favorable al otorgamiento del 
amparo. Sostiene el Fiscal que las causas c) y f) Icón las de los 
apartados b), d) y e) 1 del artículo 4.2 no impiden la presen­
tación de candidaturas, y la proclamación y la elección, porque 
tales causas son, en la tesis fiscal, causas de incompatibilidad, 
que, como tales, no invalidan la oandidatura ni la elección, 
aunque el incompatible no podrá asumir el cargo, a no ser 
que cese en tiempo tal causa No es, el que dice el Fiscal, el 
régimen de nuestra CE (artículo 70.1) y de la legislación que 
coherente con la misma, rige en la materia, pues nuestro sis­
tema es el de la concurrencia de supuestos de inelegibilidad, que 
impiden el convertirse, en quien concurran, én sujeto pasivo de 
la relación electoral, y de supuestos de incompatibilidad, en los

que se transforman las de inelegibilidad que dice el artículo 4.°, 
5 y 6, operando, en su caso, impidiendo el acceso al cargo o el 
cese en el mismo, de modo que aquéllos, proclamados y aun 
elegidos, que han quedado posteriormente afectados por tales 
causas, incurren en incompatibilidad. La causa sobrevenida 
opera así como supuesto de incompatibilidad, generadora, no 
de la invalidez de la elección, sino de impedimento para asumir 
el cargo electivo o de cese, si se hubiera accedido al escaño. El 
sistema articulado —que es el diseñado en la CE— pone bien 
de relieve que no es desde la argumentación primera que utili­
za el Ministerio Fiscal, como debe resolverse este proceso. La 
conclusión es, en este punto, como hemos dicho en los funda­
mentos anteriores (tercero y cuarto), que no concurría en el 
recurrente impedimento jurídico para ser proclamado candidato 
a Senador, como entendió la Junta Electoral e invalidó la Sen- 

-tencia de la Sala de Cáceres.
Sexto—El artículo 23.2 de la CE consagra el derecho del 

ciudadano a acceder en condiciones de igualdad a las funciones 
y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes. La 
elegibilidad es a tenor del artículo 70.1 CE un derecho ciuda­
dano configurado por las leyes y delimitado negativamente por 
la ausencia de causas de inelegibilidad, que se inserta en el 
marco del. artículo 23.2, de modo que, desde este parámetro, no 
podrá negarse a quien, estando en el pleno uso de sus derechos 
políticos, no esté incurso en causas de inelegibilidad, definidas 
en la CE y por remisión, en la Ley electoral, interpretadas 
dentro del marco constitucional. La aplicación que la Sentencia 
impugnada ha hecho del artículo 4.2.c) y f) del Real Decreto- 
Ley 20/1977, invalidando el acto de la Junta Electoral, entraña 
por modo inmediato y directo una violación del derecho que 
proclama el mencionado artículo 23.2, puesto que impidió al 
ahora recurrente a participar, como elegible, en condiciones 
de igualdad, en las elecciones ai Senado. La conclusión es el 
otorgamiento del amparo, reconociendo el derecho de sufragio 
pasivo que se ha hecho valer en el presente proceso, con los de­
más pronunciamientos que —según lo dispuesto en el artículo 
55.1 LOTC— requiere el pleno restablecimiento del derecho.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, 
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decidido:

Otorgar a don Feliciano Correa Camero el amparo solicitado 
y, en su virtud:

Primero.—Declarar la nulidad de la Sentencia pronunciada 
por la Sala de lo Contencioso administrativo de Cáceres el 9 
de octubre die 1982, en el recurso contencioso electoral seguido 
ante ella bajo el número 179/1982, por cuanto ha impedido al 
recurrente el derecho electoral pasivaL

Segundo. Reconocer el derecho del recurrente don Feliciano 
Correa Gamero a participar'como candidato al Senado en las 
elecciones generales de 1982, y, por tanto, declarar la validez 
de la proclamación que hizo la Junta Electoral Provincial de 
Badajoz.

Comuniqúese esta Sentencia, a la Sala de lo Contencioso ad­
ministrativo de Cáceres.

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, veinticinco de mayo de mil novecientos ochenta y 
tres Jerónimo Arozamena Sierra.—Francisco Rubio Llórente.— 
Luis Diez Picazo.—Francisco Tomás y Valiente.—Antonio Tru- 
yol Serra.—Francisco Pera Verdaguer.—Firmados y rubricados.—

17033 Sala Primera.—Recursos de amparo números 31, 52, 
54, 64, 89, 200, 201, 202 de 1981 y 34, 141 de 1982, acu­
mulados.—Sentencia número 46/1983, de 27 de mayo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por 
don Manuel García Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel La- 
torre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doña Gloria 
Begué Cantón, don Rafael Gómez Ferrer Morant y don Angel 
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En los recursos de amparo promovidos por el Procurador de 
los Tribunales don Carlos de Zulueta Cebrián, en nombre y re­
presentación de don Sebastián Auger Duró, dirigido por el Abo­
gado don Manuel Serra Domínguez, números 31/81, 52/81, 54/81, 
04/81, 89/81, 200/81, 201/81, 202/81, 34/82 y 141/82, y en los que se 
han personado:

En el recurso número 31/81, el Procurador don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, en nombre y representación de don Manuel Gar­
cía Diez y don Manuel Sánchez Ochoa.

En el recurso número 52/81, el Procurador don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, en nombre y representación de don José Putg

Porta, don Bienvenido Saun-García, doña Nieves Roig Punsola, 
doña Nuria Tuset Alaña y doña Carmen Navarro Anguilo.

En el recurso 54/81, el Procurador don Pedro Antonio Pardillo 
Larena, en nombre y representación de doña Angela García Es­
pinosa, doña Antonia Escola Escola, doña Consuelo Dfez Sanz, 
don Ramón Ventura Fonollosa, don Fidenclo Sierra Calero, don 
Luis Iniesta Ibáñez, doña María José García Bunguesa, doña Ma­
ría Dolores González Vilella, don Jaime Marimón Rubio, don 
Francisco Soriano Martínez, don Victorio Rodríguez Macías, don 
Jaime Salesa Serrano, don Enrique Estivalis Nicolás, doña María 
Carmen Maurel Viger, don Alfonso Vállelo Ariza, don Francisco 
Pluma Peña, doña Antonia Martínez Ar|ol, doña Carmen Abadías 
Jordán, doña Ramona Campaña Sanz, doña Catalina-Julia Gon­
zález Sierra, don Juan Manuel García Martínez, don Augusto 
Juan Sabaté, don Marcelino Luján Aróvalo, doña Elena Montse­
rrat Fernández Alvarez, don Jesús Cotos Lorenzo, doña María 
del Carmen Cruz Soto, don Fidel Pérez Jareño y don Pedro Sie­
rra García.

En el recurso número 04/81, el Procurador don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, en nombre y representación de doña Beatriz Es- 
cofet Tapia, don Manuel Aragoneses Andreu, don Agustín-Rafael 
Pascual Benes y don Raúl Osvaldo Flores Vázquez.

En el recurso número 80/81, el Procurador don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, en nombre y representación de don Juan Salorio 
García, doña Isabel Segovla Herrero, doña Esperanza Maestre 
Bravo y doña Encarnación Pérez Gaínza,


